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Conclusiones del Taller de Expertos 

 “Gobernanza e Instituciones en el Sector de Infraestructura”

Lima, 7 de febrero de 2018
El taller sobre “Gobernanza e Instituciones en el Sector de Infraestructura” fue auspiciado y organizado  por CAF – Banco de Desarrollo de América Latina, la Secretaría de Cumbres de la OEA y el Ministerio de Relaciones Exteriores del Perú, en su calidad de presidente del Proceso de Cumbres. Contó con la participación de las delegaciones de los países miembros del Grupo de Revisión de la Implementación de Cumbres (GRIC), de las organizaciones que conforman el Grupo de Trabajo Conjunto de Cumbres (GTCC) y de panelistas expertos y expertas representantes de distintas instituciones de la región ligadas al sector, a la sociedad civil y a la justicia.  
Durante la conferencia plenaria, el señor Eduardo Engel, presentó los avances de un proyecto conjunto de CAF – Banco de Desarrollo de América Latina y Espacio Público sobre Gobernanza y Corrupción en el Sector de Infraestructura, en el marco de una agenda de investigación más amplia de CAF en temas de prevención de la corrupción.
En el marco de tres paneles se abordaron (i) la importancia de las capacidades institucionales del sector, (ii) aspectos relacionados con los mecanismos de monitoreo y control, y (iii) los avances y desafíos en los sistemas de justicia. 

A- Diagnóstico: problemas de gobernanza y costo de la corrupción en el sector de infraestructura

Según los ponentes, la región tiene grandes brechas en materia de infraestructura, tanto de servicios para la/el ciudadano (por ejemplo, en agua y saneamiento), como en obras para aumentar la productividad (por ejemplo, transporte, logística, telecomunicaciones, energía, etc.). La inversión pública en infraestructura ronda los 2-3 puntos del PIB (y se incrementa de 1.5 puntos si se considera la  inversión privada). Existe un consenso en que este nivel de inversión en infraestructura es insuficiente para cerrar estas brechas en plazos razonables.

La información de los casos recientes de corrupción muestra que el costo de la corrupción es mayor al que creíamos: los sobornos son en promedio el 30% de la inversión y en algunos casos pueden llegar al 50%. Si a esto se suma que muchas de estas inversiones están sobre dimensionadas, los costos de la corrupción son enormes. Más allá de los montos de los sobornos, la corrupción incide negativamente sobre la eficiencia de las inversiones en infraestructura (peor selección de obras, ejecuciones de peor calidad y mayor costo). Esto agrava el problema del bajo nivel de inversiones y plantea la necesidad imperiosa de atacar el problema, no solo por una cuestión de equidad y justicia sino también por los enormes costos para la productividad del sector.

Los participantes destacaron que los casos recientes de corrupción ligados al sector de infraestructura en la región pueden verse como una gran oportunidad para hacer reformas en la gobernanza del sector que ataquen las causas profundas de la corrupción y la ineficiencia en el uso de los recursos públicos. 

· Por un lado, existe una demanda creciente por reformas concretas que promuevan mayor transparencia por parte de una sociedad civil cada vez más empoderada. 

· Por otro lado, las investigaciones judiciales recientes están generando información muy valiosa sobre el modus operandi de las organizaciones corruptas y sobre las debilidades institucionales que estas organizaciones aprovechaban para beneficiarse, lo que permite generar conocimiento útil para avanzar en propuestas concretas que mejoren la gobernanza del sector. 

Los problemas de la débil gobernanza del sector se manifiestan en varios síntomas, que incluyen: 

· Una mala selección de proyectos: Se aprueban proyectos sobredimensionados, excesivamente caros, innecesarios o no prioritarios. 

· Aún si los proyectos son bien seleccionados, suelen resultar demasiado caros y sufrir retrasos recurrentes. 

· Hay un mantenimiento deficiente de la infraestructura existente y un sesgo hacia nuevas inversiones. 

Entre las causas más profundas de estos problemas, se subrayó que: 

· Los criterios políticos predominan por sobre los económicos y sociales en las decisiones sobre proyectos de infraestructura.

· Existen debilidades del diseño y las capacidades de las instituciones encargadas de gobernar los procesos del sector. Las mejoras de gobernanza en el sector introducidas en las últimas décadas no han sido suficientes (mucho énfasis en la adjudicación, pero se descuida el seguimiento y la gestión de los contratos).

Estos problemas están presentes independientemente del diseño de provisión de infraestructura utilizado, tanto si se trata de provisión pública o si se trata de Asociaciones Público Privadas (APP)

En particular, las Alianzas Público-Privadas (APPs) han ganado terreno en los últimos 20 años en la región debido a sus ventajas potenciales en términos de eficiencia y mejor selección de proyectos:

· Mayor eficiencia porque permitirían reducir los costos de construcción (por menores plazos) y hacer una mejor gestión del mantenimiento y operación.

· Mejor selección de proyectos porque las empresas privadas tienen incentivos a filtrar malos proyectos, debido a que asumen parte del riesgo de la inversión (se comparte el riesgo, sobre todo cuando el financiamiento es vía el mercado).

En la práctica, estos beneficios potenciales no se han materializado, y a la luz de las recientes investigaciones sobre los casos de corrupción sabemos que esto se debe fundamentalmente a las renegociaciones recurrentes de los contratos que reducen las ventajas que en principio tendrían este diseño institucional.

Las renegociaciones de los contratos son uno de los principales problemas a resolver: 

· Favorecen la selección de empresas menos eficientes, pero con mayor poder para renegociar.

· La posibilidad de renegociar reduce el incentivo que deberían tener los privados a filtrar malos proyectos. 

· Si los funcionarios tienen alto grado de discrecionalidad para renegociar los acuerdos, se facilita la corrupción. 

Principal lección: las debilidades institucionales requieres inversiones institucionales, y no bastan diseños contractuales novedosos para superarlas.

B- Ámbitos de acción para reformas y algunas propuestas concretas 

1. Durante el taller se planteó la idea de fortalecer las capacidades de organismos públicos en el sector de infraestructura: con el objetivo de seleccionar mejor los proyectos, en el marco de una planificación a largo plazo y sobre la base de criterios económicos y sociales, y un mejor seguimiento de la gestión de los contratos, más allá de la etapa de adjudicación. Algunas áreas específicas que requieren atención: 

a. Promover la creación de unidades técnicas de planificación y selección de los proyectos.

b. Fortalecer las Contralorías y otros organismos de supervisión central, garantizando la independencia administrativa y financiera.

c. Promover la creación de una Superintendencia o ente regulador encargado de supervisar el cumplimiento de contratos, que permita separar el rol de planificación del rol de fiscalización para evitar conflicto de intereses. 

Otras tareas planteadas incluyen:

d. Modificar las leyes de contrataciones públicas para regular las renegociaciones de contratos, estableciendo claramente los motivos que justifican la renegociación y limitando el alcance de tales renegociaciones. 

e. Mejorar los registros de información sobre el desempeño de empresas, para facilitar la exclusión de licitaciones de aquellas que hayan sido condenadas por delitos en la jurisdicción propia o en el exterior. 

f. Establecer paneles independientes con alta capacidad técnica encargados de revisar y aprobar todas las renegociaciones de contratos. 

g. Establecer mecanismos de solución de conflictos. 

2. Fortalecer los mecanismos de monitoreo y control. Esto requiere fomentar mayor transparencia sobre la gestión pública y complementar las acciones de control de los organismos superiores de supervisión con el involucramiento de la sociedad civil y los medios de comunicación. 

a. Publicar información relevante y oportuna sobre la gestión de los recursos públicos: 

i. Publicar en las páginas web de los organismos los planes de proyectos de infraestructura para los próximos años. 

ii. Publicar información detallada sobre los contratos de obra pública, en el caso que no sean públicos. 

iii. Publicar información detallada sobre las renegociaciones de los contratos de obra pública.

iv. Publicar resultados de monitoreo y evaluación de los proyectos. 

b. Complementar el monitoreo desde arriba hacia abajo (organismos de supervisión) con el monitoreo de la ciudadanía, para mejorar la rendición de cuentas. 

c. Fomentar la participación de organizaciones de la sociedad civil y de la comunidad en general en el seguimiento y la fiscalización del avance de los proyectos. Generar espacios de interacción entre la comunidad, los organismos públicos y las empresas proveedoras. 

3. Entre las ideas orientadas a fortalecer los sistemas de justicia, facilitando su accionar y promoviendo una verdadera autonomía, se mencionó:

a. Garantizar la independencia del sistema de justicia. Reforzar la aplicación de regulaciones en materia de donaciones a campañas electorales.

b. Promover la carrera judicial. Establecer mecanismos públicos y transparentes de selección, promoción y remoción de jueces y fiscales, así como de asignación de causas. 

c. Promover la colaboración entre fiscales anticorrupción, tanto a nivel interno, como en el marco de acuerdos de cooperación internacional que faciliten el intercambio de información - sin la necesidad de la intervención del poder ejecutivo.

d. Asimismo, facilitar la asistencia judicial recíproca. 

e. [image: image1.jpg]En materia procesal, reglamentar instrumentos jurídicos que faciliten los avances en las investigaciones: 

i. Delaciones compensadas, de manera de permitir a los fiscales negociar con los acusados la revelación de información relevante a cambio de reducción en las penas (esto a su ver requiere que las penas sean mayores). 

ii. Mecanismos de protección de testigos (whistleblowers).

Los panelistas destacaron a modo de conclusión que la región está frente a una gran oportunidad para iniciar reformas profundas. La crisis de gobernanza en el sector de infraestructura y el surgimiento de los casos de corrupción recientes pueden verse como una ventana de oportunidad para hacer reformas profundas que ataquen las causas de los problemas, favoreciendo la transparencia y mejorando la productividad del sector. Este ámbito representa un ambiente muy propicio para sentar las bases de esas reformas. 

AGENDA- Taller “Gobernanza e Instituciones en el Sector de Infraestructura”

http://scm.oas.org/pdfs/2018/SUMMIT/CMBRS01520S.DOC
� FILENAME  \* MERGEFORMAT �cmbrs01533s01�









